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BOLESLAO  LEWIN 


SUPRESION  DE  LA  INQUISICION 
Y  LIBERTAD  DE  CULTOS 
EN  LA  ARGENTINA 


I 


ABOLICION  DEL  SANTO  OFICIO  POR  DE- 
CISION DE  LA  ASAMBLEA  DE  1813 

La  evolución  argentina  hacia  el  establecimiento  de 
la  plena  libertad  confesional  es  uno  de  los  aspectos 
históricos  menos  investigados  y  más  difíciles  de  estu- 
diar objetivamente,  porque  involucra  una  esfera  tan 
llena  de  imponderables,  de  limitaciones  y  de  subjeti- 
vismos como  la  religiosa.  No  obstante,  esa  cuestión 
tan  fundamental  para  el  porvenir  del  país,  desde  los 
días  de  Mayo,  preocupaba  al  pensamiento  argentino 
de  igual  modo  que  el  problema  del  funcionamiento  de 
la  Inquisición,  absolutamente  incompatible  con  la  li- 
bertad de  pensamiento  aun  en  sus  manifestaciones  más 
simples. 

Es  esencial  para  nuestro  tema  el  tener  presente  que 
la  supresión  del  tribunal  del  Santo  Oficio  de  la  Inqui- 
sición en  el  actual  territorio  argentino  no  quiere  decir, 
implícita  o  necesariamente,  instauración  de  tolerancia 
religiosa.  Se  trata  de  dos  problemas,  en  cierto  modo 
diferentes,  aun  cuando,  hasta  una  determinada  época, 
inextricablemente  unidos. 


¿Pero  ha  existido  en  la  Argentina  el  temido  tribu- 
nal del  que  he  hablado  como  de  algo  comúnmente  sa- 
bido? 

La  mera  formulación  de  tal  pregunta  pone  al  des- 
cubierto una  laguna  en  nuestra  información  históri- 
ca. No  creo  que  ello  sea  debido  a  una  conspiración 
tenebrosa  o  que  sólo  por  este  motivo  determinadas  o- 
bras  de  historia  no  valgan.  Sí,  tienen  valor;  pero  en 
los  aspectos  que  tratan  y  en  la  medida  en  que  los  ago- 
tan. Dejan,  sin  embargo,  margen  a  la  crítica  y  a  la 
labor  investigativa  complementaria. 

En  lo  que  se  refiere  concretamente  a  la  Inquisición, 
corresponde  tener  presente  que  el  tribunal  del  Santo 
Oficio  con  asiento  en  Lima  (hubo  también  otros  tri- 
bunales) era  una  especie  de  Corte  con  jurisdicción 
originaria  para  las  causas  de  fe  y  los  delitos  conexos 
a  ella  en  todo  el  territorio  del  Virreinato  del  Perú, 
sin  exclusión  de  la  Argentina.  Para  desarrollar  su 
actividad,  el  tribunal  limeño  del  Santo  Oficio  no  de- 
bía ni  podía  estar  en  todas  las  comarcas  cuya  vigilan 
cía  ideoLógico-religiosa  ejercía.  Para  ese  fin  contaba 
con  órganos  inferiores  y  subordinados :  las  comisarías 
locales.  La  ausencia  de  un  tribunal  del  Santo  Ofi- 
cio, es  decir,  de  una  Corte  inquisitorial  en  Buenos  Ai- 
res, no  significaba,  de  ningún  modo,  falta  de  vigilan- 
cia de  su  parte,  ya  que  corría  a  su  cargo  el  comisa- 
rio, algo  así  como  juez  de  instrucción  inquisitorial. 
De  igual  manera,  el  hecho  de  residir  hasta  fines  del 
siglo  XVIII  el  virrey  en  Lima,  no  significaba  acefa- 
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lía  de  la  autoridad  administrativa  en  el  Río  de  la 
Plata.  Lo  suplantaba  y  representaba  en  las  tareas  de 
menor  responsabilidad  el  gobernador. 

Pese  a  lo  que  creen  aun  personas  informadas,  con 
el  establecimiento  de  la  Junta  de  Mayo  el  tribunal  del 
Santo  Oficio  de  la  Inquisición  no  se  extinguió  auto- 
máticamente en  la  Argentina.  Seguía  desarrollando 
su  actividad  aun  después,  y  no  sólo  en  lo  atinente  a 
la  "pureza"  de  la  fe,  sino  también  en  lo  que  respec- 
ta a  las  peligrosas  ''novedades"  de  la  época.  Esto 
resulta  lógico  y  encuadrado  dentro  de  las  normas  ju- 
rídicas vigentes  a  la  sazón,  si  se  toma  en  cuenta  que 
las  primeras  autoridades  argentinas  no  confesaban  sus 
fines  separatistas  y  decían  gobernar  en  nombre  de 
Fernando  VII.  A  consecuencia  de  tal  estado  de  co- 
sas el  editor  de  El  contrato  social,  el  *'Robespierre" 
argentino,  se  vio  obligado  a  acceder  al  pedido  del  co- 
misario del  Santo  Oficio  en  Buenos  Aires,  don  José 
Francisco  de  la  Riestra,  y  dictar,  el  16  de  julio  de 
1810,  una  orden  conforme  a  la  cual  se  dio  "el  auxi 
lio  de  tres  Blandengues  con  un  cabo",  (1)  a  fin  de 
conducir  a  un  preso  de  la  Inquisición  a  Mendoza  y  de 
allí,  a  través  de  Chile,  a  Lima.  Insisto,  Moreno  no 
podía  proceder  de  distinta  manera  no  habiéndose  de- 
clarado la  independencia  y  la  supresión  de  las  leyes 
coloniales. 

Un  caso  similar  tuvo  que  afrontar,  en  1812,  don 
Bemardino  Rivadavia,  el  adalid  de  la  libertad  religio- 

1  Véase  Boleslao  Lewin,  El  Savto  Oficio  en  América, 
Buenos  Aires,  1950,  pág.  21 G. 
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sa  y  de  la  inmigraciión  extranjera  (2).  Y  cosa  cu- 
riosa: los  autores  que  han  tratado  ese  asunto  no  no- 
taron que,  en  su  calidad  de  gobernante,  Rivadavia, 
como  antes  Moreno,  no  pudo  hacer  otra  cosa  que  cum- 
plir un  requisito  legal  por  más  desagradable  que  le 
resultara,  porque  así  lo  exigía  la  legislación  de  Indias 
aún  no  suprimida.  Con  frases  altisonantes  e  insus- 
tanciales no  se  explicará  el  hecho  de  que  dos  de  los 
más  representativos  espíritus  liberales  de  la  época  ha- 
yan procedido  de  tal  modo.  Es  que  no  podían,  a  la 
sazón,  obrar  públicamente  en  otra  forma.  Lo  cual 
constituye  una  confirmación  categórica  de  que  la 
emancipación  de  las  colonias  españolas  fue  una  obra 
revolucionaria  tanto  en  lo  político  como  en  lo  institu- 
cional. En  efecto,  la  Asamblea  Constituyente  de 
1813,  el  famoso  parlamento  ''jacobino"  que,  de  he- 
cho, declaró  la  independencia  y  la  extinción  de  la  le- 
gislación colonial,  abolió  también  el  tribunal  del  San- 
to Oficio  en  el  actual  territorio  argentino.  El  decre- 
to respectivo,  fechado  el  24  de  marzo  de  1813,  es  del 
tenor  siguiente: 

Queda  desde  este  día  absolutamente  extinguida  la  au- 
toridad de  la  inquisición  en  todos  los  pueblos  del  territo- 

2  Véase  Ricardo  Levene,  El  Fundador  de  la  Biblioteca 
Pública  de  Buenos  Aires,  Buenos  Aires,  1938,  pág.  112; 
Alberto  Palcos,  Iai  visión  de  Rivadavia,  Buenos  Aires, 
1936,  págs.  151,*  210  y  211.  A  nuestro  juicio  el  profesor 
Palcos  no'  penetra  en  la  esencia  de  la  cuestión,  lo  que  se 
puede  confirmar  también  a  través  de  Julio  V.  González, 
La  emancipación  de  la  Universidad,  Buenos  Aires,  1929, 
página  253. 
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rio  de  las  provincias  unidas  del  Río  de  la  Plata,  y  por 
consiguiente  se  declara  devuelta  a  los  ordinarios  eclesiás- 
ticos su  primitiva  facultad  de  velar  sobrei  la  pureza  de 
la  creencia  por  los  medios  canónicos  que  únicamente  pue- 
den conforme  al  espíritu  de  Jesu-Cristo,  guardando  el  or- 
den y  respetando  el  derecho  de  los  ciudadanos. — Firma- 
do: Dr.  Tomáis  Vftlle,  presidente;  Hipólito  Vieytes,  secre- 
tario. (3) 

Según  se  ve,  el  decreto  de  la  Asamblea.,  al  supri- 
mir la  Inquisición  no  establece  ni  menciona  tan  si- 
quiera la  libertad  de  cultos.  Lo  que  deja  establecido 
clara  y  categóricamente,  es  que  el  Estado  no  sólo  no 
se  constituye  en  riguroso  ejecutor  de  las  sentencias  de 
los  tribunales  eclesiásticos  — como  sucedía  en  el  caso 
del  Santo  Oficio —  sino  que,  por  el  contrario,  reco- 
mienda a  esos  tribunales  que  apliquen  los  castigos  a 
que  tienen  derecho  "por  los  medios  canónicos  que  úni- 
camente puede  conforme  al  espíritu  de  Jesu-Cristo'". 

Contra  tal  punto  de  vista  nada  se  puede  objetar, 
ya  que  un  organismo  religioso,  indiscutiblemente,  tie- 
ne el  derecho  de  imponer  correctivos  — concordantes 
con  sus  características —  a  los  individuos  que  lo  in- 
tegran por  voluntad  propia. 


3  Emilio  Ravignani,  Asambleas  Constituúy entes  Ar gela- 
tinas, Buenos  Aires,  1937,  tomo  I,  pág.  30. 
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II 


IDEAS  ACERCA  DE  LA  LIBERTAD  DE 
CULTOS  ANTES  DE  MAYO 


El  hecho  de  que  a  fines  del  siglo  XVIII  hubo  eu 
Hispanoamérica  lectores  de  obras  enciclopedistas,  ha- 
ce suponer  que  el  problema  de  la  tolerancia  religiosa, 
entre  otros,  comenzaba  a  plantearse  a  las  mentes  es- 
clarecidas. Se  refleja  esto,  incluso,  en  algún  proceso 
inquisitorial  de  aquella  época,  pero  en  tal  caso,  sin 
trascendencia  pública.  Debido  a  su  carácter  secreto, 
tampoco  tuvo  mayor  eco  la  tolerancia  religiosa  implí- 
cita en  la  masonería,  cuya  existencia  en  Buenos  Ai- 
res se  remonta  a  los  primeros  años  del  siglo  XIX. 
Inicia  en  el  Río  de  la  Plata,  la  abierta  e  incisiva  crí- 
tica de  la  intolerancia  colonial  o  española  The  South- 
ern Star  —  La  Estrella  del  Sur,  periódico  bilingüe 
como  su  título,  que  aparecía  en  1807  durante  la  ocu- 
pación inglesa  de  Montevideo,  y  tenía  colaboradores 
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y  lectores  en  Blienos  Aires.  (4)  Esa  publicación,  sur 
gida  de  iniciativa  privada,  era  tolerada  por  las  auto- 
ridades de  ocupación  que,  sin  embargo,  tuvieron  el 
cuidado  de  confirmar  solemnemente  en  Montevideo 
todos  los  privilegios  de  la  Iglesia  católica,  de  igual 
morí  o  que  todos  los  otros  privilegios  coloniales.  Pero 
La  Estrella  del  Sur  arremetía  contra  algunos  de  ellos 
y  elogiaba  la  tolerancia.  Decía  el  periódico  en  su 
primer  número: 

El  govierno  Ingles  desea  vuestra  felicidad  de  todo  co- 
razón y  se  halla  interesado  en  la  prosperidad  de  todos  loa 
habitantes.  Vienen  los  Ingleses,  no  como  conquistadores, 
sino  como  defensores.  Quieren  emanciparos  de  la  servi- 
dumbre, y  entregaros  vuestra  justa  libertad.  (5) 


Agregaba  más  adelante,  en  el  mismo  artículo,  que 
Inglaterra  Viene  como  el  ángel  de  la  paz  seguida 
de  sus  compañeras  la  tolerancia,  libertad,  y  justicia" 
(6)    En  el  segundo  número,  en  una  correspondencia 


4  The  SouTHEtiN,  La  Estrella  del  Sur^  reproducción 
facsimilar  publicada  por  el  Instituto  Histórico  y  Geográ- 
fico del  Uruguay  bajo  la  dirección  y  con  prólogo  de  Arios- 
to  González,  Montevideo,  1942.  Véase  también:  Gazeta  de 
Montevideo,  volumen  primero,  reproducción  facsimilar  pu- 
blicada por  el  Instituto  de  Investigaciones  Históricas 
de  la  Facultad  de  Humanidades  y  Ciencias,  Montevideo, 
1948,  Introducción  de  Juan  Canter,  páge.  XLIV  y  XLX. 

5  Véase  reproducción  facsimilar  citada  en  la  nota  pre- 
cedente. 

6  Idem. 
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de  Buenos  Aires  firmada  con  el  seudónimo  Ancelmo 
Naiteiu,  detrás  del  cual  se  ocultaba  Manuel  Aniceto 
Padilla,  se  encara  resueltamente  el  problema  de  la 
tolerancia  religiosa,  por  lo  menos  entre  católicos  y 
protestantes,  y  se  sostiene: 

No  dudo  como  dices  que  el  pueblo  haya  creído  diferen- 
te de  la  nuestra  la  religión  que  profesan  los  Ingleses; 
mas,  los  hombres  de  ilustración  saven  que  ambas  recono- 
cen esencialmente  unos  mismos  principios,  y  que  la  poca 
alteración  que  se  advierte  jamás  ha  dado  motivo  a  de^ 
vorarlos  en  las  llamas,  a  quienes  no  han  adoptado  sus 
ideas.  (7) 

Estas  afirmaciones  hasta  tal  extremo  llegaron  a 
preocupar  a  las  autoridades  españolas  que  la  Audien- 
cia de  Buenos  Aires,  el  11  de  junio  de  1807.  dictó 
un  bando  que,  en  su  exordio,  decía : 

Por  cuanto  desde  que  los  enemigüis  de  nuestra  santa 
relijion,  del  rei,  y  del  bien  del  jénero  humano  empren- 
dieron la  conqiuista  de  la  plaza  de  IMPontevideo  trayendo 
tropas  de  los  puertos  de  Inglaterra,  escojieron  entre  to- 
das sus  armas,  como  la  mas  fuerte  para  el  logro  de  sus 
malvados  designios,  la  de  una  imprenta,  por  medio  de  la 
cual  les  fuese  fácil  difundir  entre  los  habitantes  de  esta 
.América,  especies  las  mas  perniciosa^,  y  seductivas,  con- 
fiadas vanamente  en  que  al  paso  que  pudiesen  causar 
impresión  en  los  corazones  de  las  j entes  incautas  y  menos 
advertidas,  fuesen  también  capaces  de  debilitar  la  ener- 

jia  con  que  todos  se  han  aprontado  a  resistirlos,  y  de 

7  Idem. 
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facilitarse  con  tan  inicuo  proyecto  l:?s  ventajas  que  des- 
confian encontrar  en  la  debilidad  d-j  sus  brazos;  y  sien- 
do cierto  que  habiendo  establecido  dicha  imprenta,  han 
empezado  ya  a  dar  al  público  papeles  difusois,  llenos  de 
noticias  falsas  y  comprensivos  de  ideas  las  más  abomina- 
bles, hasta  el  estremo  de  suponer  su  infame  y  herética 
secta,  poco  o  nada  diferente  de  la  sagrada  relijion  que 
profesamos,  incluyendo  otras  no  menos  injuriosas  a  nues- 
tro gobierno,  al  paso  que  pretenden  elevar  al  más  alto 
grado  de  bondad,  de  rectitud  y  de  amor  a  todos  los  in- 
dividuos de  la  especie  humana.  .  .  (8) 

En  consecuencia,  ordenaba  el  bando: 

Por  tanto,  y  sin  embargo  de  la  segura  confianza  que 
tiene  el  gobierno  de  que  ningún  vasallo  católico,  amante 
de  su  relijion  y  de  su  rei,  pueda  dejar  de  mirar  con  la 
mayor  indignación  como  lo  han  hecho  siempre  los  habi- 
tantes de  esta  capital,  unas  máximais  que  bajo  las  finji- 
das  apariencias  de  felicidad,  envuelven  nuestra  ruina  es- 
piritual y  temporal;  se  prohibe  a  toda  clas^  de  personas, 
sean  del  estado  o  condición  que  fueren,  el  que  puedan 
introducir  en  esta  capital,  ni  en  otro  pueblo  del  distrito 
de  «ste  virreinato  las  gacetas  inglesas  de  Montevideo.  (9) 

No  sé  decir  — aunque  he  procurado  averiguarlo — 
en  qué  fuente  documental  basa  el  estudioso  eclesiásti- 
co, R.  P.  Cayetano  Bruno,  su  afirmación  de  que  du- 
rante la  primera  invasión  de  Bueucs  Aires  Beresford 


8  Idem,  prólogo  de  Ariosto  González,  pág.  27. 

9  Idem,  pág.  28. 
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dio  un  decreto  sobre  la  libertad  de  cultos.  (10)  No 
creo  pues  posible,  por  el  momento,  aceptar  su  afirma- 
ción. Al  propio  tiempo,  me  parece  necesario  destacar 
el  carácter  netamente  conservador,  por  decirlo  así,  de 
la  política  inglesa  en  el  Plata,  en  contraposición  a  lo 
que  sugeriría  lo  afirmado  por  el  R  P.  Bruno.  En  el 
aspecto  que  nos  interesa,  es  oportuno  señalar  que  Be- 
resford,  en  sus  Condiciones  de  capitulación,  en  el  ar- 
tículo séptimo,  concedía  a  la  ciudad  conquistada  lo 
siguient'e : 

Se  protegerá  el  absoluto,  pleno  y  libre  ejercicio  de  la 
santa  religión  católica,  y  se  prestará  el  mejor  respeto  al 
Ilustrísimo  Sefílor  Obispo,  y  a  todos  sus  venerados  minis- 
tros. (11) 

En  el  artículo  octavo  agregaba: 

La  Curia  eclesiástica  seguirá  en  el  pleno  y  libre  ejer- 
cicio de  todas  sus  funciones,  y  precisamente  en  el  mis- 
mo  orden  que  antes.  (12) 

Esto  prueba,  nos  parece,  que  el  general  inglés,  por 
lo  menos  temporariamente,  no  pensaba  reformar  nada 
en  la  estructura  colonial  hispana.    Sin  embargo,  no 

10  "Archivum"  Buenos  Aires,  1955,  pág.  56. 

11  Ignacio  Núñez,  Noticias  Históricas^  Buenos  Aires, 
1952,  tomo  I,  pág.  32.  Véase  también  Invasiones  Inglesas. 
Proceso  al  Teniente  General  Dn.  Juan  Whitelocke  Buenos 
Aires,  1913,  pág.  105. 

12  Idem.,  pág.  33. 
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se  puede  menos  que  decir  que  el  solo  hecho  de  haber- 
se celebrado  públicamente  servicios  religiosos  protes- 
tantes — aunque  éstos  estaban  restringidos  a  las  tro- 
pas de  ocupación —  demuestra  que  las  invasiones  in- 
glesas promovieron  cambios  profundos  en  la  vida  so- 
cial del  Plata. 
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III 


MAYO  Y  LA  LIBERTAD  RELIGIOSA 

En  el  pensamiento  de  Mayo  la  libertad  de  cultos 
— como  parte  del  cambio  de  la  estrnctura  colonial — 
ocupa  el  lugar  que  le  corresponde  por  su  auténtica 
importancia. 

Ignacio  Núñez,  partícipe  aetivo  de  las  jornadas 
emancipadoras,  funcionario  público  altamente  colocado 
y  eminente  miembro  del  grupo  morenista,  sostiene 
que  *'el  verdadero  espíritu  de  la  revolución  era  el  de 
libertarse  de  la  opresión  de  los  antiguos  mandones  co- 
loniales y  ponerse  en  estado  de  gozar  las  ventajas  de 
un  gobierno  civil,  o  como  decía  el  doctor  Moreno,  en 
suma,  el  de  destruir  los  tiranos  sin  dejar  en  pie  la 
tiranía".  (13)  Continúa  Núñez  diciendo  que  era  pro- 
pósito de  Mayo  establecer  ''leyes  que  protegiesen  los 
derechos  de  hombres  libres  en  lugar  de  leyes  de  Indias 
que  los  anatemizasen,  tolerancia  en  lugar  de  inquisi- 
ción"... (14) 


13  Idem,  pág.  180. 

14  Idem. 
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Corresponde  destacar,  en  forma  muy  especial,  el 
significado  revolucionario  de  la  última  afirmación  de 
Xúñez.  ¡En  un  país  extremadamente  católico,  someti- 
do — además —  durante  centurias  a  la  actividad  puni- 
tiva y  propagandística  de  la  Inquisición,  un  sector 
militante  se  atreve  a  plantear  abiertamente  una  rei- 
vindicación tan  radical!  Cierto  es  que  ella  está  es- 
trechamente ligada  con  la  esperanza  de  atraer  inmi- 
gración extranjera,  que  se  esperaba  principalmente  de 
los  países  protestantes,  pero  esto  le  quita  muy  poco  de 
su  carácter  auténticamente  revolucionario,  como  inclu- 
so lo  demuestra  la  enconada  resistencia  de  los  grupos 
conservadores. 
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IV 


EXPRESIONES  DE  TOLERANCIA  EN  LOS 
PRIMEROS  DECRETOS  SOBRE  INMIGRACION 


El  primer  decreto  argentino  que  se  refiere  a  la  in- 
migración extranjera  en  términos  no  prohibitorios,  es 
la  Circular  de  la  Junta  de  Mayo  del  3  de  diciembre 
de  1810.  Manifiesta  en  ella  su  Secretario  que  "Los 
ingleses,  portugueses,  y  demás  extranjeros,  que  no 
estén  en  guerra  con  nosotros  podrán  trasladarse  a  es- 
te país  francamente :  gozarán  de  todos  los  derechos  de 
ciudadanos,  y  serán  protegidos  por  el  gobierno  los  que 
se  dediquen  a  las  artes  y  a  la  cultura  de  los  cam- 
pos''. (15) 

Sin  duda  alguna,  este  documento  ya  contiene  — aun 
xíuando  no  lo  dice  concretamente —  un  principio  de 
tolerancia,  puesto  que  nadie  ignoraba,  y  menos  Ma- 
riano Moreno,  que  en  el  caso  de  los  ingleses  se  tratá- 
is Ricardo  Piccirilli,  Inferencias  sobre  las  idees  sociales 
de  Rivadavia,  en  "Boletín  del  In^ituto  de  Sociología", 
N9  4,  pág.  65,  Buenos  Aires,  1945. 
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ba  de  protestantes,  cuya  residencia  en  las  Indias  no 
sólo  estaba  rigurosamente  prohibida  por  las  leyes  colo- 
niales sino  también  castigada  por  la  Inquisición. 

Significa  un  paso  adelante  en  el  camino  de  la  tole- 
rancia religiosa  el  decreto  sobre  inmigración  extran- 
jera, dictado  el  4  de  setiembre  de  1812  por  el  Primer 
Triunvirato  integrado  por  Bernardino  Rivadavia.  Se 
afirma  en  el  decreto  aludido  que  ''El  Gobierno  ofre- 
ce su  inmediata  protección  a  los  individuos  de  todas 
las  naciones,  y  a  sus  familias  que  quieran  fijar  su 
domicilio  en  el  territorio  del  Estado,  asegurándoseles 
el  pleno  goce  de  los  derechos  del  hombre  en  sociedad, 
con  tal  que  no  perturben  la  tranquilidad  pública,  y 
respeten  las  leyes  del  país."  (16) 

Como  se  ve,  el  decreto  abre  las  puertas  del  país  a 
los  inmigrantes  de  todas  las  naciones,  sin  discrimina- 
ción, pero,  prácticamente,  a  los  protestantes.  Tal  era 
el  pensamiento  y  el  anhelo  de  los  hombres  de  Mayo. 
Todavía  no  se  habla  de  la  tolerancia  del  credo  religioso 
protestante,  pero  ya  en  forma  más  categórica  que  la 
Circular  de  la  Junta  asegura  a  los  extranjeros  ''el 
pleno  goce  de  los  derechos  del  hombre  en  sociedad", 
con  tal  de  "que  respeten  las  leyes  del  país",  o  sea, 
les  reconoce,  implícitamente,  el  deiecho  de  rezar  a  su 
Dios,  pero  en  privado ,  y  haciendo  un  compromiso  en- 
tre el  régimen  jurídico  vigente  en  el  país  y  la  necesi- 
dad de  atraer  inmigración  extranjera.   A  un  grupo 


16  Registro  Oficial  de  la  República  Argentina^  Buenos 
Aires,  1879,  tomo  I,  págs.  177  y  178.       .  . 
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de  extranjeros  otorga  explícitamente  este  derecho  fun- 
damental la  resolución  de  la  Asamblea  del  año  XIII, 
aprobada  el  7  de  mayo,  cuyo  texto  reza  así: 

Nin^n  extranjero  emprendedor  de  trabajo  de  minas 
dueño  de  ingenios,  ni  suis  criado®,  domésticos,  o  depen- 
dientes serán  incomodados  por  materia  de  religión,  siem- 
pre que  respeten  el  orden  público;  y  podrán  adorar  a 
Dios  dentro  de  su  casa  privadamente  según  sus  costum- 
bres. (17) 

Es  éste,  probablemente,  el  primer  documento  que 
legaliza  el  cultivo,  en  privado,  de  la  religión  protes- 
tante. Los  proyectos  constitucionales  sometidos  a  la 
Asamblea  del  año  XIII  — como  veremos  en  el  capítu- 
lo siguiente —  en  este  particular,  son  más  cautelosos, 
y  los  inmediatamente  posteriores  a  la  famosa  Asam- 
blea   jacobina"  más  retrógrados. 


17  Emilio  Ravignani,  Asambleas  Constituyentes  Argen- 
tinas, tomo  I,  pgs.  37  -  41,  según  Cayetano  Bruno,  La 
primera  ley  de  libertad  de  cultos  en  la  Argentina,  en  "Ar- 
chivum",  Buenos  Aires,  1955,  pág.  54. 
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V 


LA  TOLERANCIA  RELIGIOSA  EN  LOS  PRI 
MEROS  PROYECTOS  CONSTITUCIONALES 

Transcurrió  mucho  tiempo,  y  hubo  que  vencer  nu- 
merosos obstáculos,  para  que  el  principio  de  la  tole- 
rancia religiosa  fuera  incluido  en  la  Carta  Magna. 

En  los  primeros  textos  constitucionales,  tanto  en 
los  cuatro  surgidos  en  relación  con  la  Asamblea  del 
año  XIII  como  en  los  estatutos  posteriores,  la  tolo- 
rancia  apenas  logra  manifestarse  de  algvin  modo  a 
través  de  las  declaraciones  de  que  la  fe  católica  es  la 
i'eligión  del  Estado.  Pero,  como  lo  veremos  inmedia- 
tamente, en  los  cuatro  textos  aludidos,  pese  a  todo,  se 
abre  camino,  aunque  queda  muy  n  la  zaga  de  las  Ins- 
trucciones de  la  delegación  artiguista  a  la  memorable 
Asamblea:  promover  la  libertad  civil  y  religiosa  en 
toda  su  extensión  imaginable. 

En  el  Proyecto  de  Constitución,  elaborado  por  una 
comisión  especial  nombrada  en  1812,  sobre  asunto  de 
nuestro  interés,  se  dice; 
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Art.  1.  La  nelijiori  católica,  es  la  relijion  del  Estado. 
El  la  proteje,  y  mantendrá  del  tesoro  público  las  iglesias, 
el  culto  público  y  sus  ministros,  en  la  forma  en  que  opor- 
tunamente establecerán  las  leyes. 

2.  Ningún  ciudadano  podrá  desde  entonces,  ser  for- 
zado á  pagar  contribución  alguna  con  objeto  de  relijion. 

3.  Ningún  habitante  de  la  república  puede  ser  perse- 
guido ni  molestado  en  su  persona  y  bienes  por  opiniones 
relijiosas,  con  tal  que  no  altere  el  orden  público  y  respete 
las  leyes  y  costumbres  piadosas  del  Estado.  (18) 

El  Proyecto  de  la  Sociedad  Patriótica  postula : 

II 

12  La  Religión  Católica  es  y  será  siempre  la  del  Es- 
tado. 

13  El  Govno.  hará  iniciativa  para  q®.  se  congregue  i 
sin  pérdida  de  tiempo  Concilios  Diocesanos,  Provs.  y  Na- 
cionales para  arreglar  el  Culto  y  la  disciplina  Eclesiásti- 
ca, y  concordar  la  potestad  temporal  con  la  Espiritual,  se- 
gún las  necesidades  y  exigencias  propias  de  las  Provin- 
cias Vnidas. 

14  Ningún  hombre  será  perseguido  por  sus  opiniones 
privadas  en  materia  de  Religión  pero  deveran  todos  res- 
petar el  culto  público  y  la  Religión  Santa  del  Estado,  ba- 
jo pena  q®.  se  ha  establecido  antes  contra  los  qe.  alteraren 
la  constitución. 

15  En  los  casos  de  esta  especie  el  crimen  u  atentado 


18  Asambleas  Constituyentes,  citadas,  tomo  VI,  segunda 
parte,  pág.  607. 
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contra  la  Religión,  el  Juez  Eclesiástico  recivira  la  Acusa, 
cion,  hará  el  proceso  informativo  del  hecho  q®.  constituye 
el  Cuerpo  del  delito  y  decretara  la  citación  del  delincuen- 
te para  su  comparescencia  ante  los  Jueces  jurados  q®. 
han  de  conocer  de  todos  los  delitos  en  general,  er.  cuyo 
Tribunal  en  este  solo  caso  presidirá.  (19) 

En  el  III  Proyecto  de  Constitución,  el  del  27  de 
enero  de  1813,  se  dice: 

8^  La  Religión  Católica,  es  la  Religión  de]  Estado.  El 
Govno.  protegerá  la  Religión,  mantendrá  del  Tesoro  Común 
las  Yglesias,  el  Culto  pub^o,  y  sus  Ministros  en  la  forma 
qe.  establecerá  la  Ley.  Desde  entonces  quedarán  abolidos 
los  dros.  Parroquiales,  los  Diezmos,  y  las  otras  contribu- 
ciones qf".  actualmte.  se  cobran  demás  pi".  el  Estado  con 
motibo  de  piedad. 

9'  Ni  [texto  ilegible]  sus  opiniones  religiosas,  con  tal 
qe.  no  altere  el  or».  pubco.,  y  respete  las  LL.  y  costumbres 
piadosas.  Queda  por  consiguiente  abolido  el  T^ai.  déla  Yn- 
quisicion.  (20) 

En  el  IV  Proyecto  de  Constitución  se  establece: 

Art.  45.    El  Congreso  no  permitirá  algún  estableci- 
. miento  de  Religión;  ni  prohibirá  el  libre  exercicio  de  :a 
católica  qe.  profesamos,  como  única  y  preponderante  en 
las  Provincias  unidas:  (21) 


19  Idem,  pág.  616. 

20  Idem,  pág.  624. 

21  Idem,  pág.  637. 
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En  los  proyectos  constitucionales  citados  — por  lo 
menos  en  tres  de  ellos —  se  afirma  categóricamente,  y 
en  concordancia  con  decisiones  gubernamentales  que 
ya  conocemos,  que  opiniones  privadas  en  materia  de 
religión,  y  aun  el  ejercicio  privado  de  cultos  disiden- 
tes, no  deben  ser  causa  de  castigos.  Precisamente  la 
supresión  del  Santo  Oficio  por  la  Asamblea  Constitu- 
yente del  año  XIII,  en  relación  de  la  cual  surgieron 
los  proyectos  constitucionales,  es  consecuencia  de  ese 
criterio.  Pero  de  tal  modo  la  cuestión  de  la  libertad 
religiosa  aún  está  lejos  de  su  solución  definitiva,  tan 
lejos  que  en  reglamentos  posteriores  hay  un  evidente 
retroceso  en  la  materia  de  nuestro  interés.  Veámoslo. 

En  el  Estatuto  Provisional,  del  5  de  mayo  de  1815, 
se  dispone: 

Artículo  I.  La  Religión  Católica  Apostólica  Romarn 
és  la  Religión  del  Estado. 

II.  Todo  hombre  deberá  respetar  el  culto  público,  v 
la  Religión  Santa  del  Estado:  la  infracción  de  este  artícu- 
lo será  mirada  coano  una  violación  de  las  leyes  fundamen- 
tales del  País.  (22) 

En  el  Estatuto  Provisional,  del  22  de  noviembre  de 
1816,  se  asienta: 

Artículo  1°  La  Religión  Católica,  Apostólica  Romana 
es  la  Religión  del  Estado. 

2*?  Todo  hombre  deberá  respetar  el  culto  público  y  la 

22    Idem,  pág.  639. 
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Religión  Santa  del  Estado:  la  infracción  de  este  artículo 
será  mirada  como  una  violación  de  las  Ley^s  fundamen- 
tales del  pais.  (23) 

En  el  Reglamento  Provisorio,  del  3  de  diciembre  de 
1817,  se  preceptúa: 

I.  La  Religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  es  la 
Religión  del  Estado. 

II.  Todo  bcmbre  debe  respetar  el  culto  público  y  la 
Religión  santa  del  estado:  la  infracción  de  este  artículo 
será  mirada  como  una  violación  de  las  leyes  fundamer»- 
tales  del  Fais.  (24) 

En  la  Constitución  del  año  1819  se  ordena: 

Art.  I.  La  religión  católica  apostólica  romana  es  la 
religión  del  Estado.  El  gobierno  le  debe  la  mas  eficaz  y 
poderosa  protección;  y  los  habitantes  del  territorio  todo 
respeto,  qualesquiera  que  sean  sus  opiniones  privadas. 

II.  La  infracción  del  articulo  anterior  será  mirada 
como  una  violación  de  las  leyes  fundamentales  del  país. 
(25) 

En  estos  cuatro  textos  constitucionales,  redactados 
entre  los  años  1815-1819,  es  evidente  la  inclinación 
"cada  vez  más  acentuada  hacia  el  exclusivismo  confe- 
sional. También  es  marcada  — sobre  todo  en  la  cons- 
titución de  1819 —  la  tendencia  a  aplicar  rigurosas 

23  Idem,  pág.  668. 

24  Idem,  pág.  685. 

25  Idem,  pág.  714. 
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penas  por  no  respetar"  la  religión  oficial.  Sin  em- 
bargo, algo  de  la  cautelosa  "tolerancia*'  de  las  pri- 
meras autoridades  patrias  quedó  en  la  constitución 
de  1819.  Lo  prueba  el  manifiesto  con  que  fue  pre- 
sentada al  Congreso.  En  este  documento,  después  de 
denunciar  "una  criminal  filosofía"  que  "pretende 
substituir  sus  miserables  lecciones  a  las  máximas  con- 
soladoras de  un  evangelio  acomodado  á  nuestras  fla- 
quezas", (26)  se  dice  que  no  son  "del  fuero  de  la 
ley  las  opiniones  particulares,  que  no  interesan  el  or- 
den público**.  (27) 


26  Idem,  pág.  727. 

27  Idem. 
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VI 


EL  PLANTEO  DE  LA  SOCIEDAD  SECRE- 
TA VALEPER 

La  presencia  de  Rivadavia  en  el  gobierno  (desde 
1821),  al  propio  tiempo  que  abre  viia  nueva  época  po- 
lítica, da  un  impulso  a  la  brega  por  la  libertad  reli- 
giosa. Esta  preocupa  tanto  a  los  espíritus  ilustrados 
que  la  sociedad  secreta  Valeper,  que  actuaba  en  Bue- 
nos Aires  en  los  años  1821  y  1822,  le  dedica  mucha 
atención.  Pero  incluso  en  ella  no  hubo  unidad  da 
pareceres.  Lo  demuestra  el  debate  que  siguió  a  la 
disertación  de  Francisco  Pico  sobre  tolerancia  reli- 
giosa. 

Pico  (seudónimo  Bartolomé),  en  la  disertación  alu- 
dida, comenzó  diciendo  a  sus  compañeros:  "Yo  voy 
a  hablaros  de  la  tolerancia  religiosa,  colocándola  en 
"un  punto  de  vista,  de  que  ha  pretendido  arrojarla 
siempre  el  fanatismo,  fulminando  contra  ella  sus  ho- 
rrores". (28)  Luego  de  una  acerba  crítica  del  clero 
agregó : 

28  Gregorio  F.  Rodríguez,  Contribución  histórica  y  do- 
cumental, Buenos  Aires,  1921,  tomo  I,  pág.  490. 
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Cuando  se  trata  de  adelantar  la  industria,  de  facilitar 
el  comercio,  de  aumentar  la  p'oblación  en  un  país  como 
el  nuestro,  ningunas  consideraciones  deben  detener  la  ma- 
no del  Gobno.j  (por  que  estas  son  las  verdaderas  fuentes  de 
la  prosperidad,  sobre  qo.  debe  estribar  todo  régimen  po- 
lítico. Si  nuestra  administración  hubiese  estado  penetrada 
en  eetos  principios,  o  hubiese  temido  menos  los  efectos  del 
fanatismo,  no  habría  desechado  la  propuesta  qe.  le  hacían 
mil  familias  industriosas  de  venir  a  poblar  nuestros  cam- 
pos bajo  la  garantía  de  la  libertad  de  sus  cultos  religiosos. 
Aquel  es  un  temor  muy  fútil  cuando  media  el  interés  pú- 
blico. No  hay  duda  q*'.  la  cultura  europea  daría  sus  for. 
mas  a  nuestra  industria  naciente,  y  su  religión  y  moral 
vendría  al  socorro  de  la  nuestra,  deteriorada  p^  el  influjo 
maléfico  de  un  sistema  tiránico.  Introducir  en  un  país 
una  secta  moderna  es  el  medio  mejor  de  corregir  los  abusos 
de  la  antigua.  Entonces  nuestros  adelántameos^  políticos 
hubieran  sido  acomp'añado?  de  nuestras  m^e joras  morales, 
y  una  tolerancia  religiosa  habría  compensado  los  males  q^. 
nos  ha  traído  el  letargo  sostenido  pr.  tres  siglos.  Ella  es 
productora  da  grandes  bienes;  pronto  desvanecerá  las  ca- 
lumnias q«.  se  le  imputan.  (29) 

Pico  sostuvo  más  adelante  que  "todas  las  religio- 
nes del  mundo  no  componen  en  lo  substancial  más  que 
una  sola'^  y  asentó  que  ''después  que  la  doctrina  de 
Cristo  abrazó  la  mayor  parte  de  la  tierra;  las  diversas 


29    Idem,  pág.  491. 
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sectas  qe.  pueblan  el  mundo  culto,  se  montaron  sobre 
unos  mismos  principios".  (30) 

En  la  reunión  de  la  sociedad  del  23  de  febrero 
de  1822  fueron  debatidas  las  ideas  expuestas  por  Pico. 
Juan  Crisóstomo  Lafinur  sostuvo  ''que  nada  era  más 
conveniente  a  un  país  que  la  tolerancia  absoluta ;  por- 
que ella  era  una  garantía  indispensable  que  debía  dar- 
se al  ciudadano .  Que  en  nuestro  país,  ella  sería  el  ger- 
men de  la  industria  y  de  la  población,  pues  los  extran- 
jeros que  vieren  garantida  la  libertad  de  conciencia 
correrían  a  nuestras  playas,  nos  traerían  la  industria 
y  estímulo  de  la  virtud,  que  sólo  se  consigue  en  los 
tiempos  de  tolerancia".  (31)  Ans"el  Saravia,  en  cam- 
bio, opinó  "que  guiado  por  la  observación  sobre  el  ca- 
rácter de  nuestros  conciudadanos,  no  creía  conveniente 
la  proclamación  de  la  tolerancia,  por  una  ley  al  efecto. 
Que  aún  estaba  generalizada  la  religión  católica  y  era 
ella  la  base  de  la  moral  pública.  Que  por  consigte. 
creía  necesaro.,  que  sin  excluir  ninguna  religión  se 
conservase  la  actual  como  del  Estado".  (32)  Don 
Francisco  Pico  agregó,  a  lo  ya  expuesto  por  él,  en  su 
disertación,  "que  era  imposible  garantir  sus  ders.  al 
ciudadano  sin  garantir  la  libertad  de  conciencia.  Que 
esto  no  sucedería  mientras  hubiese  un  clero  privilegia- 


30  Idem. 

31  Idem,  pág.,  453. 

32  Idem. 
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do,  una  religión  dominante".  (33)  Don  Valentín  Al- 
sina  "creía  que  a  más  de  los  inconvenientes  que  había 
indicado  el  Sr.  Bartolomé  [Francisco  Pico],  como  efec- 
tos de  una  religión  dominante,  encontraba  él,  que  el 
solo  privilegio  de  llamarle  religión  del  Estado,  induci- 
ría temores  y  desconfianzas  que  serían  perjudiciales". 
(34)  Don  Ruperto  Godoy  añadió  que  '*el  fundamto. 
de  la  moral  en  todas  las  religiones,  era  uno  mismo  y 
que  no  había,  por  consigte.,  temor  de  que  se  perdie- 
se". (35)  En  cambio  don  Trineo  Pórtela  "pasó  a  de- 
mostrar que  no  era  conveniente  la  tolerancia  absoluta 
en  nuestro  país,  porque  ella  inducía  dudas  que  aca- 
barían con  la  religión,  porque  ésta  era  el  úunico  freno 
del  pueblo";  y  concluyó  diciendo  "que  nada  era  más 
propio  pa.  nuestro  país,  que  la  religión  católica,  cuyas 
máximas  parecen  adoptadas  pa.  nuestro  temperamen- 
to". (36)  Don  Manuel  Bel  grano  — sobrino  del  Gene- 
ral—  apoyó  el  punto  de  vista  de  Trineo  Pórtela  "y  lo 
corroboró  con  varias  otras  reflexiones  sobre  el  estado 
de  poca  ilustración  en  que  se  hallaba  la  plebe  y  el  in- 
flujo que  aún  conservan  los  eclesiásticos.  Dijo  que  sólo 
creía  conveniente  tolerar  por  un  medio  indirec- 
to." (37) 


33  Idem. 

34  Idem. 

35  Idem,  pás.  453  y  454. 

36  Idem,  pá-g.  454. 

37  Idem. 
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Tan  sintomáticas  son  las  expresiones  textuales  que 
he  citado,  y  que  proceden  de  boca  de  la  juventud  más 
adelantada  de  Buenos  Aires,  que  creo  obvio  un  co- 
mentario de  mi  parte  acerca  de  las  dificultades  con  que 
tropezaban  los  intentos  de  establecer  la  libertad  reli- 
giosa, aun  la  restringida  a  la  capital.  En  lo  que  res- 
pecta al  resto  del  país,  veremos  interesantes  opiniones 
sobre  el  mismo  tema  en  las  legislaturas  del  interior  del 
país.  Pero  es  ;necesario  advertir  que  tanto  ellas  como 
las  opiniones  vertidas  en  la  sociedad  secreta  Valeper 
no  representaban  la  opinión  unánime  de  toda  la  po- 
blación, sino  de  uno  de  sus  sectores,  más  numerosos 
o  menos  numerosos. 
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VII 


EL  MINISTRO  RIVADAVIA,  EL  HERESIAR- 
CA  RAMOS  Y  EL  DEAN  FUNES 

En  relación  con  los  primeros  pasos  de  las  autorida- 
des patrias,  me  he  referido  a  un  acto  de  Moreno  y 
otro  de  Rivadavia  que  contrariaban  sus  íntimas  con- 
vicciones, pero  les  estaban  impuestos  por  la  legisla- 
ción colonial.  Otra  vez  topamos  con  la  misma  cues- 
tión, ^ya  relativamente  adelantado  el  período  revolu- 
cionario, pero  aún  vigentes  muchas  leyes  españolas :  en 
1821,  Don  Bernardino  Rivadavia  firma  entonces  el  si- 
guiente decreto : 

Bs.  As.  11  d€  Dic.  de  1821. 

Intímase  a  Dn.  Francisco  Ramos  se  abstenga  de  pro- 
mover prácticas  contrarias  á  las  de  la  religión  del  País,  y 
cese  de  producir  escándalos  contrarios  al  buen  orden  pú- 
blico, al  de  su  casa  y  familia,  y  á  su  reputación  personal; 
y  comuníque&e  esta  Resolución  al  Sr.  Provisor      [hay  una 

'•"''""^J-  Rivadayi.  (38) 

38  Clemente  Ricci,  Francisco  Ramos  Mexía  y  el  Pfdre 
Lacunza^  en  "Boletín  del  Instituto  de  Investigaciones  His. 
tóricas",  tomo  VII,  Buenos  Aires,  1928,  pág.  307. 
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¿  Cuál  es  el  origen  de  ese  decreto  dictado  en  1821 
por  el  estadista  liberal  que  en  1825,  personalmente, 
canjeó  con  Canning  el  tratado  que  concedía  a  los  di- 
sidentes — por  primera  vez  en  una  república  hispano- 
americana—  el  derecho  de  ejercer  públicamente  su 
culto?  Simplemente,  aun  cuando  no  tan  sencillamente 
como  podría  parecer  a  muchos,  una  cuestión  legal .  Es 
que  a  la  sazón  estaba  prohibido  en  el  país,  y  en  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  hacer  manifestaciones  pú- 
blicas de  credos  distintos  del  católico,  y  como  don 
Francisco  Ramos  Mejía,  adventista  convencido  y  teó- 
rico de  su  secta,  no  tomaba  en  cuenta  esa  situación, 
fue  delatado  ante  organismos  gubernamentales.  Preci- 
samente a  causa  de  repetidas  denuncias  de  las  auto- 
ridades eclesiásticas  (alguna  tan  pintoresca  como  la 
repetida  por  Valentín  Gómez  acerca  de  cierta  ''obser- 
vancia judaica'*  de  Ramos)  el  ministro  de  Gobierno, 
don  Bemardino  Rivadavia,  se  vio  precisado  a  proceder 
contra  él .  Tuvo  que  tomar  medidas  contra  el  heresiar- 
ca  criollo  justamente  Rivadavia,  quien  — haciendo 
abstracción  de  todo  lo  obrado  por  él  en  el  terreno  re- 
ligioso antes  y  después  de  esa  fecha —  por  aquel  enton- 
ces había  encargado  al  deán  Funes  la  traducción  del 
Ensayo  sohre  las  garantías  individuales  de  Daunou, 
obra  que  salió  a  luz  en  1822  con  notas  aclaratorias  del 
afamado  deán,  en  una  de  las  cuales,  la  octava,  con 
cierta  reticencia  se  expresaba  a  favor  de  la  tolerancia 
religiosa.  El  deán,  de  tan  controvertida  actuación  en 
ésta  como  en  otras  ocasiones,  sostenía: 
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Yo  he  creído  que,  para  formar  la  libertad  de  opinar  v 
la  tolerancia  de  cultos,  no  había  de  valerme,  como  lo  hace 
«1  autor  [Daunou]  de  las  garantías,  de  las  máximas  ge- 
nerales, a  saber  que  la  libertad  de  pensamiento  es  de  de- 
recho natural . . .  Este  modo  de  discurrir  me  llevaría  a  re- 
sultados que,  a  mi  juicio,  chocan  con  la  razón  y  la  pú- 
blica conveniencia.  Mi  principio  es:  que  el  fin  directo  de  la 
asociación  civil  es  el  que  debe  reglar  esta  libertad.  (39) 

Hecha  esta  aclaración  y  la  de  que  la  Iglesia,  teo- 
lógicamente, es  intolerante,  Funes  expone : 

El  fin  de  la  sociedad  civil  exige  necesariamente  que  el 
gobierno  civil,  encargado  de  este  mismo  fin,  tenga  a  su 
disposición  los  medios  de  conseguirlo;  y  pues  que  la  to- 
lerancia de  esos  cultos,  «s  la  Unica  que  se  le  presenta, 
no  sin  hacer  traición  a  la  confianza  del  Estado  y  a  su 
propio  destino  podría  rehusarla  (40). 

Agrega  en  la  misma  nota  el  deán : 

Cuando  hablo  así  adviértase  que  procedo  bajo  el  prin- 
cipio de  que  esa  tolerancia  fuese  el  único  medio  de  llegar 
a  su  fin  (41). 

La  posición  de  Funes  favorable  a  una  restringida 
tolerancia  religiosa  para  protestantes  se  manifiesta 


39  Pbro.  Dr.  Américo  A.  Tonda,  El  Deán  Funes  y  la  to- 
lerancia de  cultos^  en  'Archivum",  tomo  I,  cuad.  2,  Buenos 
Aines,  1943,  pág.  415. 

40  Idem.    pág.  416. 

41  Idem. 
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también  en  sn  refutación  del  trabajo  de  Juan  Anto^ 
nio  Llórente  en  el  que  el  historiador  de  la  Inquisición 
española  aboga  por  la  plena  libertad  de  credos. 

Ahora  bien,  en  aparente  contradicción  con  la  acti- 
tud asumida  en  el  caso  Francisco  Ramos  Mejía,  aun 
antes  de  firmarse  el  tratado  con  Gran  Bretaña,  en 
1824,  Rivadavia  concede  a  la  colonia  de  Monte  Gran- 
de — fundada  por  los  hermauos  Robertson —  el  ''libre 
cultivo  de  la  religión  protestante".  (42)  ¿Cómo  pudú 
hacerlo?  Probablemente,  porque  se  trataba  de  extran- 
jeros €uya  existencia  — aun  cuando  no  el  ejercicio  pú- 
blico de  su  culto —  era  tolerada,  al  menos  en  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires ;  porque  interesaba  grandemen- 
te una  fundación  agrícola  progresiva  y  porque  ya  es- 
taba en  gestación  el  tratado  con  Gran  Bretaña.  Otra 
explicación  por  el  momento  no  la  podemos  dar. 


42  Véase  James  Dodds,  Records  of  the  Scottish  Settlers 
in  the  Eiver  Píate  and  theW  Churches,  Buenos  Airee,  1897, 
pág.  23. 
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VIII 


EL  TRATADO  DE  1825. 

El  tratado  con  Inglaterra  de  1825  es  considerado, 
con  razón,  el  primer  documento  que  concede  a  los  di- 
sidentes el  derecho  de  ejercer  públicamente  su  culto  en 
la  Argentina  o,  más  bien,  en  Buenos  Aires.  Su  ar- 
tículo 12  estipula: 

Los  subditos  de  S.  M.  B.  residentes  en  las  provincias 
del  Río  de  la  Plata,  no  serán  inquietados,  ( [ni] )  persegui- 
dos, ni  molestados  por  razón  de  su  religión;  mas  gozaran 
de  una  perfecta  livertad  de  ccjiciencia  en  ellas,  celebrando 
el  oficio  Divino  ya  dentro  de  sus  propias  casas,  ó  en  sus 
propias  ó  particulares  Iglesias,  ó  Capillas;  las  que  estarán 
facultados  para  edificar  y  mantener  en  los  sitios  conve- 
nientes que  sean  aprovados  por  el  Govierno  de  las  dichas 
Provincias  Unidas  también  sera  permitido  enterrar  a  los 
subditos  de  S.  M.  B.  que  murieran  en  los  territorios  de 
las  dichas  Provincias  Unidas  en  sus  propios  cementerios 
que  podran  del  mismo  modo  libremente  establecer  y  man- 
tener. Asi  mismo  los  Ciudadanos  de  las  dichas  Provincias 
Unidas  gozaran  en  todos  los  dominios  de  S.  M.  B.  de  una 
perfecta  é  ilimitada  livertad  de  conciencia,  y  del  exercicio 
de  su  religión  publica  ó  privadamente  en  las  casas  de  su 
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morada,  ó  en  las  capillas  y  sitios  de  culto  destinados  para 
el  dicho  fin;  en  conformidad  con  el  sistema  de  tolerancia 
establecido  en  los  dominios  de  su  Magestad  (43)- 

De  manera  que  el  tratado  soluciona  el  problema  de 
los  templos  o  capillas  (protestantes)  y  de  los  cemen- 
terios (también  protestantes),  pero  deja  abierta  toda 
una  serie  de  cuestiones  de  cardinal  importancia  en  la 
vida  civil,  como  verbi  gratia,  las  concernientes  a  Jos 
matrimonios  y  nacimientos.  Y  esto  pronto  causará 
conflictos  resonantes. 

El  debate  sobre  el  tratado  en  la  Asamblea  Constitu- 
yente demuestra  cuán  difícil  resultaba  establecer  la  to- 
lerancia religiosa,  aun  la  restringida  a  los  protestantes. 
Por  de  pronto  el  deán  Funes,  que  en  su  traducción 
de  Daunou  había  sostenido  la  conveniencia  de  la  tole- 
rancia religiosa,  en  esta  ocasión  — constreñido  por  las 
instrucciones  de  su  provincia —  exigía  que  se  ''dejara 
una  constancia  pública  de  que  el  tratado  de  ja  va  en  su 
vigor  la  ley  fundamental,  y  en  nada  chocava  con  los 
derechos  de  los  Pueblos,  los  que  quedavan  en  abso- 
luta livertad  de  hacer  efectiva  la  estipulación,  ó  re- 
sistirle sino  la  reputavan  conveniente;  añadiendo  que 
assi  crehia  salvar  la  responsabilidad  para  con  su  Pro- 
vincia que  en  un  artículo  expreso  de  instrucción  de- 


43  Emilio  Ravignani,  El  t7 atado  con  la  Gran  Bretaña^ 
de  1825,  y  la  libertad  de  cultos,  en  "Boletín  del  Instituto 
de  Investigaciones  Históricas",  tomo  I,  Buenos  Aires,  1923, 
págs.  225  y  226. 
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cia:  que  ella  entrava  en  Congreso  bajo  la  vase  de  no 
hacer  la  menor  alteración  en  la  R&ligwn^*  (44). 

No  fue  sólo  el  deán  Funes  quien  — por  razones 
contingenciales —  se  oponía  a  la  firma  del  tratado .  Ca- 
si todos  los  diputados  provinciales  aun  cuando  esta- 
ban a  favor  de  la  tolerancia,  la  consideraban  prematu- 
ra en  aquel  instante  y  aún  peligrosa  para  la  paz  civil 
en  el  interior  del  país: 

fué  común  el  sentimiento,  de  que  en  lo  general  las  Pro- 
vincias no  estavan  vastamente  preparadas,  excepcionandose 
una  ú  otra;  ni  formada  la  opinión  para  admitir  sin  repug- 
nancia, y  aun  sin  riesgos  de  inquietudes  religiosas  una  no- 
vedad que  podría  graduarse  como  contraria,  no  solo  a  la 
religión  que  havian  mamado  con  la  leche,  sino  á  las  leyes 
que  algunois  graduavan  fundamentales  en  el  Estado.  (45) 

Emilio  Ravignani  resume  el  debate  de  la  Asamblea  . 
Constituyente  en  los  siguientes  términos: 

Entre  los  fundamentos  de  la  discusión  se  sostuvo  que 
el  artículo  no  importaba  una  ley  sino  una  gracia  o  conce- 
sión a  favor  de  los  subditos  británicos.  Menos  importaba 
la  libertad  de  todo  culto;  pues  se  requería  la  autorización 
previa  del  gobierno,  quedando  entendido  que  no  podría 
establecerse  en  aquellas  provincias  en  que  lo  resistiesen 
las  propias  instituciones.  En  síntesis:  por  el  momento,  su 
practicabilidad  quedaba  reducida  a  la  provincia  de  Bue- 


44  Idem,  pág.  234. 

45  Idem. 
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nos  Aires;  en  el  interior,  se  procederá  respetando  la  opi- 
nión pública.  (46) 

En  lo  que  concierne  a  Buenos  Aires,  su  Sala  de  Re- 
presentantes, el  12  de  octubre  de  1825  sancionó  el  de- 
creto que  consagraba,  sin  entrar  en  la  concreción  de  de- 
talles, la  tolerancia  religiosa  para  todos  los  disidentes, 
y  no  sólo  para  los  subditos  británicos  como  preveía  el 
tratado.  Decía  el  decreto  respc'^tivo  en  sus  artículos 

lyil: 

Es  inviolable  en  el  territorio  de  la  Provincia  el  derecho 
que  todo  hombre  tiene  para  dar  culto  a  Dios  Todopoderoso 
según  su  conciencia. 

El  uso  de  la  libertad  religiosa  que  se  declara  por  el  ar- 
tículo anterior,  queda  sujeto  a  lo  que  prescriben  la  moral, 
el  orden  público  y  las  leyes  existentes  del  país  (47). 

No  obstante  la  oposición  de  las  provincias,  y  el 
contenido  llamiativamente  vago  del  decreto  de  la  legis- 
latura de  Buenos  Aires,  la  firma  del  tratado  con  Gran 
Bretaña  equivale  a  reconocimiento  legal  de  los  cultos 
disidentes  en  la  República  y  es  el  jalón  más  importan- 
te en  el  camino  de  la  plena  libertad  religiosa. 


46  Idem. 

47  Véase  Andrés  Lamas,  Colección  de  memorias  y  docw 
mentos  (Biblioteca  del  Comercia  del  Plata),  Montevideo. 
1848,  vol.  II,  pág.  4644. 
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IX 


SITUACION  EN  EL  INTERIOR. 


En  el  interior  del  país,  no  porque  éste  se  haya  ex- 
presado uniformemente  contra  la  tolerancia,  sino  de- 
bido a  su  peculiar  contextura  política,  los  textos  cons- 
titucionales — salvo  uno  de  San  Juan—  consagraban 
el  exclusivismo  católico.  El  JSstatuto  Provisorio  de- 
Santa  Fe  en  1819  establecía  que  la  Religión  Católica; 
Apostólica  Romana  es  la  ''religión  del  país".  La  cons- 
titución tucumana  de  1820  la  declaraba  "única  reli- 
gión de  la  República".  El  Reglamento  Provisorio  de 
Córdoba  de  1821  decía  de  ella  que  es  "religión  del 
Estado  y  única  verdadera".  La  constitución  de  Salta 
y  Jujuy  ordenaba  a  su  gobernador  ' '  defender  y  prote- 
ger la  Religión  Santa  Católica,  Apostólica,  Romana, 
celando  su  respeto  y  observancia".  El  Reglamento 
Provisorio  Constitucional  de  Corrientes  de  1821,  lo 
mismo  que  la  constitución  de  1824,  establecía  que  la 
católica  es  "la  religión  del  Estado"  y  que  el  atacarla 
constituye  "una  sacrilega  violación  de  las  leyes  fun- 
damentales de  la  Provincia",  Finalmente,  el  Regla- 


mentó  Constitucional  de  Catamarca  de  1823  la  decla- 
raba religión  de  la  Provincia",  prometiendo  defen- 
derla de  "cualquier  ataque  directo  o  indirecto".  (48) 

Firmado  el  tratado  con  Gran  Bretaña,  con  la  reser- 
va de  que  las  provincias  estaban  en  libertad  de  apro- 
bar o  rechazar  el  artículo  sobre  la  tolerancia,  estas  lo 
repudiaron.  En  su  sesión  del  3  de  mayo  de  1825  la 
legislatura  de  la  "docta"  resolvió  que  "No  ha  lugar  al 
artículo  12  de  los  citados  tratados,  en  la  Provincia  de 
Córdoba,  a  virtud  de  la  libertad  que  cono<?e  en  sí  para 
resistirlo,  en  conformidad  del  artículo  3'  de  la  Ley 
Fundamental,  dada  en  23  de  enero  del  corriente ' ' .  La 
legislatura  tucumana,  en  su  sesión  del  21  de  setiembre 
de  1826,  aprobó  la  ley  en  virtud  de  la  cual  "la  Pro- 
vincia no  debía  admitir  el  tolerantismo  de  religiones 
y  desechar  el  artículo  12  del  tratado  de  amistad  entre 
las  Provincias  Unidas  del  Río  de  la  Plata  y  Gran  Bre- 
taña". En  La  Rio  ja,  en  1826,  "se  declara  la  guerra  a 
toda  provincia  e  individuo  en  particular,  que  atentase 
contra  nuestra  Santa  Religión  Católica,  Apostólica, 
Romana".  En  Santa  Fei  la  Junta  de  Representan- 
tes, también  en  1826,  declaró  que  "siendo  la  Religión 
Católica,  Apostólica,  Romana,  la  única  y  exclusiva  de 
los  habitantes  de  esta  América  no  podrá  permitir  en 
todo  el  territorio  ningún  otro  culto  público,  ni  priva- 
do, ni  doctrina  contraria  a  la  de  Jesucristo".  En  San 


48  Los  datos  están  tomados  del  estudio  del  R.  P.  Caye- 
tano Bruno,  loe,  cit.^  págs.  77.82. 
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Luis  dice  un  texto  constitucional  aprobado  en  1832  lo 
siguiente : 

En  virtud  que  la  Provincia  de  San  Luis  profesa  la  ver- 
dadera Religión  Católica,  Apostólica,  Romana,  con  exclu- 
sión de  cualquiera  otra,  toda  persona  de  cualquier  condi- 
ción o  clase  que  sea  que  atente  contra  ella  por  palabra 
o  por  obra,  será  severamente  castigada  por  las  autoridades 
eclesiásticas  o  políticas,  y  si  fuere  extraño  de  la  Provincia 
se  mandará  de  ella  inmediatamente,  para  cuyo  efecto  se 
prestarán  los  auxilios  necesarios  a  las  predichas  autori- 
dades. (49) 

Harto  curioso  es  el  caso  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  en  la  cual  la  tolerancia  religiosa  sí  fue  estable- 
cida. Según  un  testimonio  tan  fuera  de  la  menor  som- 
bra de  sospecha  como  el  del  P.  Cayetano  Bruno,  las 
medidas  — que  él  consideraba  anticlericales —  de  don 
Bernardino  Rivadavia  eran  entorpecidas  por  los  cu-  * 
ras  rurales.  ''Estos  influían,  aun  con  su  actitud  pasi- 
va, en  la  consolidación  o  desprestigio  de  las  obras  que 
emprendía  el  Gobierno"  (50). 


49  Idem,  pág.  81. 

50  Idem,  págs.  79  y  80. 
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X 


LA  CARTA  DE  MAYO  DE  SAN  JUAN 
MONUMENTO  DEL  LIBERALISMO  ARGENTINO 

Aunque  el  camino  hacia  la  libertad  religiosa  no 
estuvo  sembrado  de  flores,  hubo  en  él  puntos  lumino- 
sos y  reconfortantes .  Me  refiero  — rindiendo  homenaje 
a  Salvador  María  del  Carril,  su  creador —  a  la  Carta 
de  Mayo,  llamada  así  en  honor  del  magno  aconte- 
cimiento histórico  que  fué  y  sigue  siendo  un  programa.  ' 

Sin  entrar  en  detalles  que  no  importan  para  nues- 
tro propósito,  corresponde  destacar  que  en  la  misma 
época  en  que,  con  la  oposición  casi  unánime  de  todas 
las  provincias,  se  firmó  el  tratado  que  otorgaba  a  los 
súbditos  de  S.  M.  B.  — en  la  provincia  de  Buenos  Ai- 
res—  el  derecho  de  cultivar  públicamente  su  religión, 
en  San  Juan,  el  13  de  julio  de  1825,  se  votaba  una 
constitución  que  contenía  el  artículo  siguiente: 

17.  Ningún  ciudadano  o  extranjerb,  asociación  del  país 
o  extranjera  podrá  ser  turbada  en  el  ejercicio  público  de 
su  religión,  cualquiera  que  profesase,  con  tal  que  los  que 
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la  ejercitan  paguen  y  costeen  a  sus  proipias  expensas  su 
culto  (51). 

No  puede  escapar  a  nadie  el  contenido  radical, 
para  la  época,  del  artículo  transcripto  que  otorga  el 
derecho  ''del  ejercicio  público"  a  todos,  sin  excepción, 
los  cultos  religiosos,  lo  que  no  es  el  caso  — como  ya  lo 
sabemos —  del  tratado  con  Gran  Bretaña. 

Salvador  María  del  Carril  se  daba  cuenta  de  la  im* 
portancia  histórica  de  su  obra,  y  al  promulgarla,  el 
15  de  julio  de  1825,  la  acompañó  con  el  siguiente  de- 
creto : 

Cúmplase,  dése  al  Registro  Oficial  y  circúlese.  La 
Santa  guarda  del  Supremo  moderador  del  Universo,  Dios, 
infinitamente  justo,  a  quien  osamos  invocar,  proteja  la 
estabilidad  de  La.  Carta  de  Mayo,  y  castigue  ia  ini- 
quidad de  los  que  se  atrevan  a  quebrantarla,  y  de  nosc- 
tros  mismos  si  renegáramos  de  los  beneficios  de  su  B*ivi- 
na  Providencia  que  en  ella  reconocemos  y  firmamos.  (52) 

Por  lo  visto,  tampoco  se  le  ocultaban  los  peligros 
que  ella  corría.  Efectivamente,  estuvo  en  vigencia  un 
período  muy  breve.  Atacada  con  descomunal  viru- 
lencia — sobre  todo  por  Castro  Barros —  cuando  toda- 
vía era  debatida,  a  una  semana  apenas  de  promulgada, 
el  25  de  julio,  como  secuela  de  la  intensa  campaña 
contra  ella,  se  fijó  en  la  Casa  de  Gobierno  un  pre- 


51  Conf.  La  Cabria  de  Mayo^  Buenos  Aires,  1925,  pág.  89. 

52  Idem,  pág.  143. 
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anuncio  de  lo  que  iba  a  suceder  en  forma  de  pasquín 
que  decía: 

el  «jecutibo  con  «us  mañas  i  coechos  lograra  por  unos 
momentos  sansyonar  lo  que  quiera  pero  su  caida  esta  pro- 
sima  siudadanos  las  Ledes  obraron  contra  el  pues  aviendo 
gurado  ante  el  pueblo,  soberano  protestar  y  defender  la 
relijion  catholica  apostólica  romana  quiere  ha  la  fuerza  y 
balido  de  las  baionetas  intimidar  a  nuestros  rrepresentante 
y  des  pojarnos  della. 

Ececrasion  eterna  átodo  ombre  que  por  terror  opor 
interés  sacrifique  su  onor  y  la  religión  que  áprofesado  i 
que  forma  la  felisidad  de  las  generaciones  precentes  y  fu- 
turas. (53) 

Al  día  siguiente  de  la  aparición  del  pasquín,  de 
contenido  tan  amenazador  como  de  mala  ortografía,  es- 
talló el  motín  que  anunciaba : 

encabezado  por  los  clérigos  doctor  José  Manuel  Astorga, 
don  José  Oro,  don  Juan  José  Robledo,  don  Manuel  Torres, 
don  Dionisio  Rodríguez  y  fray  Roque  Mallea,  acompaña- 
dos de  los  presos  de  la  cárcel,  invocando  La  Religión  de 
Jesu-Cristo  y  el  Orden,  perturbados,  según  ellas,  con  la 
Inferruil  Carta  de  Mayo  y  sancionando  una  ley,  cuyo  pro- 
yecto fué  presentado  a  la  sala  de  Representantes,  por  los 
sargentos  comandantes  del  cuartel,  en  los  términos  si- 
guientes : 

los  señores  comandantes  de  la  tropa  defensora  de  la 
religión,  que  abajo  suscriben,  tienen  el  honor  de  hacer  sa- 
ber a  toda  la  tierra  el  modo  cómo  cumplen  los  mandatos 


53  Antonio  Zinny  Historia  de  los  Gobernadores^  vol.  IV, 
Buenos  Aires  1921,  pág.  143.  * 
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de  la  ley  de  Dios,  pidiendo  con  todo  el  rigor  y  fuerza  d^ 
ley  a  los  señores  representantes  de  la  honorable  provin- 
cia de  San  Juan,  que  sancionen  como  ée  derecho  mejor 
proceda  los  proyectos  siguientes: 

Artículo  !••  La  Carta  de  Mayo  será  quemada  pública- 
mente por  mano  del  verdugo  porque  fué  introducida  entre 
nosotros  por  la  mano  del  diablo,  para  corrompernos  y  ha- 
cernos olvidar  de  la  religión  C.  A.  R. 

Segundo.  La  Sala  de  RR.  será  deshecha,  y  en  su  lugar 
se  pondrá  el  Cabildo,  conforme  estaba  antes,  y  toda  la 
administración  de  justicia. 

Tercero.  Se  mandará  cerrar  el  teatro  y  el  café,  por- 
que estos  lugares  están  profanados,  porque  asistían  los  li- 
bertinos, porque  hablaban  en  ellos  contra  la  religión. 

Cuarto.  Se  mandará  sancionar  en  toda  la  provincia  la 
religión  C.  A.  R.  como  la  religión  de  San  Juan. 

Sexto.  Se  pondrá  una  contribución  para  pagar  a  la 
tropa. 

Dado  en  el  cuartel,  etc.  —  Firmado  —  Joaquín  Pa- 
reóles. A  ruego  de  José  María  Maradona  —  Joaquím  Pare- 
des —  A  ruego  de  José  López  —  Joaquín  Paredes. 

El  motín  tomó  creces  después  cuando  entraron  a  for- 
mar parte  de  él  los  criminales  detenidos  en  la  cárcel... 
(54). 

Aunque  fueron  presos  de  la  cárcel  y  sargentos  anal 
f abetos  los  hombres  dé  acción  contra  la  ^'infernal  Car- 
ta de  Mayo ' no  corresponde  — por  esa  razón —  restar 
importancia  al  movimiento  subversivo  sanjuanino .  Es- 
te, en  realidad,  contaba  con  no  menor  respaldo  que  la 
creación  de  Salvador  María  del  Carril.  En  efecto,  a 
un  mes  casi  del  motín,  y  cuando  en  San  Juan  ya  ha- 


54    Idem,  págs.  134  y  135. 
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bía  autoridades  constituidas,  el  22  de  agosto,  tuvo  lu- 
gar  la  solemne  quema  pública  de  la  constitución  intro- 
ducida en  la  provincia  "por  la  mano  del  diablo".  Las 
incidencias  de  ese  incruento  auto  de  fe  las  relata  un 
periódico  de  la  época,  el  ''Eco  de  los  Andes",  en  la 
forma  siguiente : 

Ella  [la  quema]  se  efectuó  con  asistencia  de  los  sol- 
dados y  de  los  clérig-os.  Luego  que  empezó  a  quemarse  la 
Carta  de  Ma\yo,  se  oyó  un  repique  general,  se  tiraron 
una  infinidad  de  voladores  y  todos  Vos  muchachos  grita- 
ron repetidas  Veces  Viva  la  Religión.  Después  de  aventar 
las  cenizas  de  la  difunta  Carta  de  Mayo^  el  clérigo  Astorga 
se  prosternó  y  besó  respetuosamente  la  cruz  de  la  bandera 
de  los  cruzados,  lo  que  hicieron  a  su  vez  los  demás  clérigos 
y  asistentes  (55). 

A  pesar  de  tanta  solemnidad,  ese  acto  es  recordado 
con  desagrado  incluso  por  aquellos  que  pretenden  en- 
contrarle justificación ;  en  cambio,  la  Carta  de  Mayo  es 
motivo  de  orgullo  nacional  y  un  monumento  del  libe- 
ralismo argentino. 


55  Américo  A.  Tonda,  Castro  Barros,  Córdioba,  1949, 
pág.  281. 
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XI 


PROHIBICION  DE  LOS  PRIMEROS  MA- 
TRIMONIOS MIXTOS  (ENTRE  PROTESTANTES 
Y  CATOLICOS) 

Hemos  visto  antes  que  el  tratado  con  Gran  Breta- 
ña no  contenía  ninguna  cláusula  sobre  matrimonios 
mixtos  (entre  protestantes  y  católicos)  ni  sobre  enla- 
ces entre  disidentes  solos.  Esta  omisión  pronto  comen- 
zó a  ocasionar  protestas  de  parte  de  la  autoridad  ecle- 
siástica, porque  los  matrimonios  mixtos,  pese  a  todo, 
se  llevaban  a  cabo.  Sin  embargo,  mientras  no  fueron 
abolidas  las  leyes  coloniales,  esto  era  ilícito,  porque 
reglaba  la  materia  en  cuestión  la  ley  15,  título  II  de 
la  Partida  4  de  don  Alfonso  el  Sabio,  según  la  cual 
estaban  prohibidos  los  matrimonios  entre  católicos  e 
individuos  de  otros  credos  si  estos  últimos  no  renun- 
ciaban del  suyo.  Sólo  la  Santa  Sede,  y  en  casos  ex- 
cepcionales los  jefes  de  las  Iglesias  locales,  podían  otor- 
gar dispensas  para  matrimonios  entre  católicos  y  pro- 
testantes, pero  con  la  expresa  condición  de  no  per- 
vertir" al  cónjnige  católico  y  de  educar  a  los  hijos  en 
el  seno  de  la  Iglesia  de  Roma.  Huelga  decir  que  tam- 
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bién  en  la  Argentina  la  Iglesia  velaba  por  el  estricto 
cumplimiento  de  la  ley  don  Alfonso,  con  los  adita- 
mentos tridentinos,  y  apelaba  a  la  autoridad  civil  en 
los  casos  en  que  eran  vulnerados. 

Un  año  después  de  la  firma  del  tratado  con  Ingla- 
terra, en  1826,  un  súbdito  británico  quiso  contraer  en- 
lace con  una  católica  sin  abjurar  de  su  religión .  Para 
ello  — en  condiciones  normales —  debía  obtener  la  dis- 
pensa de  la  S.  S.,  pero  en  la  excpcional  situación  ar- 
gentina de  la  época  correspondía  el  provisor  del  obis- 
pado de  Buenos  Aires  solucionar  el  asunto.  Don  Ma- 
riano Medrano,  que  no  se  atrevía  por  sí  solo  a  tomar  la 
resolución  correspondiente,  convocó  para  tal  fin  una 
junta  de  teólogos  — los  siete  párrocos  de  la  capital 
y  siete  sacerdotes  de  prestigio —  y  éstos  por  amplia 
mayoría  de  votos  se  expidieron  en  centra  de  la  preten- 
sión del  inglés.  Cabe  destacar  de  manera  muy  particu- 
lar la  posición  liberal,  en  este  caso,  del  doctor  Ense- 
bio Agüero.  El  ilustrado  sacerdote  y  catedrático  no 
sólo  se  expresó  en  la  junta  de  teólogos  a  favor  de  la 
dispensa,  sino  que  dio  a  la  estampa  su  dictamen.  De 
tal  modo  contribuyó  al  adelanto  del  país  en  materia 
civil,  sin  la  cual  la  inmigración  — base  fundamental 
de  su  actual  progreso —  habría  sido  imposible. 

Ahora  bien,  durante  unos  seis  años  la  curia  había 
i-egado  dispensas  a  los  matrimonios  mixtos  sin  pro- 
vocar un  escándalo  mayor.  Este  se  produjo  en  1832, 
con  motivo  del  enlace  de  doña  María  Quevedo  con  don 
Samuel  Lafone,  y  obligó  al  gobierno  a  tomar  ciertas 
medidas. 
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XII 


EL  DRAMATICO  CASO  DE  SAMUEL  LAFO- 
NE  Y  MARIA  QUEVEDO 

El  25  de  junio  de  1832  Mariano  Medrano,  obispo  y 
vicario  apostólico,  denunciaba  al  ministro  de  gobierno 
el  enlace  efectuado  ante  un  pastor  protestante  de  doña 
María  Quevedo  y  don  Samuel  Lafone.  Medrano  apro- 
vechaba esa  ocasión  para  formular  también  diversas 
denuncias  contra  el  representante  del  culto  disidente. 
Decía  : 

supimos  con  toda  certeza  que  el  Ministro  del  Culto  Pro- 
testante no  se  negaba  a  dispensar  esta  gracia  a  cuantas  jó- 
venes católicas  se  lo  pedían  y  aún  que  esto  era  más  fre- 
cuente de  lo  que  podía  esperarse  de  su  notoria  política  y 
civilización. 

Un  sentimiento  tan  extraño  apuró  sin  duda  nuestros 
pentimientos  tanto  o  más  apurantes  cuando  supimos  quo' 
muchos  de  los  Protestantes  aquí  casados  con  nuestras  jó- 
venes católicas  lo  eran  también  en  Europa  y  en  los  Esta- 
dos Unidos,  donde  tenían  una  dilataaa  familia,  que  aquí 
mismo  se  casaban  por  segunda  vez  shi  más  documentos  de 
soltura  que  el  haber  obtenido  una  boleta  de  divorcio  con 
la  primera  muger  y  que  sin  consideración  a  los  respetos 
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debidos  a  las  casas  y  familias,  el  Ministro  de  la  Igl«sla 
Pnctestante  se  introducía  en  ellas  y  desposaba  a  muestras 
jóvenes  con  los  de  su  nación  aún  sin  exi^r  el  consenti- 
miento paterno.  (56) 

Dejamos  de  lado  las  denuncias  del  obispo,  que  no 
tuvieron  ningún  eco,  y  entramos  en  el  sonado  asunto 
Laf one-Quevedo .  Enterado  el  gobierno  del  caso,  al 
día  siguiente  de  la  denuncia  dictó  una  orden  dirigi- 
da al  juez  de  primera  instancia  **para  que  procedien- 
do ante  todo  al  depósito  seguro  y  lejos  de  toda  comuni- 
cación, de  doña  María  Quevedo  y  Alsina"  que  fal- 
tando injuriosamente  a  las  leyes  del  país  dice  haberse 
desposado"  con  un  protestante,  ''levante  la  correspon- 
diente información  sumaria  sobre  el  hecho  del  matri- 
monio, quién  lo  autorizó,  cuál  el  consentimiento  pre- 
vio que  se  recibió,  dónde  y  cómo  se  celebró  todo  lo  que 
bien  esclarecido  tomando  en  su  caso  las  medidas  con- 
venientes contra  ,las  personas  que  hubiesen  tenido  par- 
te en  la  revolución  de  las  leyes  .i el  país,  de  cuen- 
ta". (57) 

Esto  en  cuanto  al  gobierno.  La  curia,  por  su  par- 
te, efectuó  una  escrupulosa  investigación  y  el  2  de  ju- 
lio pronunció  su  sentencia  declarando  ''nulo^  atenta- 
torio y  de  ningún  valor  ni  efecto,  el  matrimonio  con- 
traído por  Da.  María  Quevedo  Alsina  con  Don  Samuel 


56  Conf.  José  M.  Martínez  Urquijo,  Los  mAtrimonios 
entre  personas  ¿te  diferente  religión  ante  el  derecho  patino 
a/rgcniino,  Buenos  Aires,  1948,  pág.  27. 

57  Idem,  págs.  27  y  28. 
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Lafone  y  atendiendo  a  que  los  imaginados  contrayen- 
tes, y  el  presunto  ministro  y  los  testigos  que  presencia- 
ron el  hecho  han  atropellado  escandalosamente  las  le- 
yes canónicas  con  absoluto  desprecio  de  la  Iglesia  y  de 
sus  ritos,  en  cuyo  caso  manda  el  mismo  concilio  en  lu- 
gar citado  sean  severamente  castigados  al  arbitrio  del 
ordinario",  éste,  en  ejercicio  de  su  facultades,  impu- 
so a  doña  María  Quevedo  y  a  doña  Manuela  Alsina,  su 
madre,  **un  mes  de  reclusión  en  la  Casa  Pública  de 
Ejercicios  de  esta  ciudad,  debiendo  sufrir  esta  condena 
una  después  de  la  otra  y  practicando  cada  una  los 
ejercicios  espirituales".  A  don  Samuel  Lafone  y  a 
don  Guillermo  Torrey,  el  pastor  protestante,  el  obis- 
po los  condenó  *'a  la  multa  de  mil  pesos  cada  uno  y  en 
la  de  quinientos  a  cada  uno  de  los  testigos,  Da.  Ma- 
nuela Alsina,  Don  Carlos  Home,  Dn.  Alejandro  La- 
fone y  Dn.  Alfredo  Bellermar  CBellemare]  cuyas  can- 
tidades todas  deberán  entregarse  al  capellán  de  la  Ca- 
sa  de  Ejercicios  encargado  de  su  reedificación  a  cuyo 
piadoso  fin  las  destinamos  dejando  a  salvo  los  dere- 
chos de  la  autoridad  civil."  (58) 

Terminó  su  larga  sentencia  don  Mariano  Medrano 
en  los  siguientes  términos: 

Y  en  consideración  a  la  piedad  para  con  sus  hijos  con- 
tritos y  humillados  a  fin  de  evitar  a  la  Da.  María  Quevedo 
y  Alsina  la  nota  de  infamia  a  que  queda  expuesta,  le  con- 
cedemos la  esperanza  de  revalidar  su  matrimonio  siempre 
que  nos  dé  pruebas  d-e  su  arrepentimiento  y  en  el  caso 

58    Idem,  pág.  28. 
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de  que  Dn.  Samuel  Lafone  las  dé  muy  verdaderas  de  que 
detesta  y  aborrece  por  convencimiento  los  errores  del  Pro- 
testantismo y  abrace  con  sincero  amor  y  respeto  la  fe  Ca- 
tólica Apostólica  Romana  (59). 

La  autoridad  civil,  por  su  parte,  condenó  a  Samuel 
y  Alejandro  Lafone,  Alfredo  Bellemare,  Guillermo  To- 
rrey  y  Carlos  R.  Horne  a  la  pena  de  destierro  perpe- 
tuo por  haber  intervenido  en  una  n  otra  forma  en  un 
matrimonio  que  consideraba  clandestino,  y  a  Manue- 
la Alsina  y  María  Quevedo  a  la  de  reclusión  temporal 
en  la  Casa  de  Ejercicios. 

Mientras  se  realizaba  la  substanciación  de  la  causa 
— escribe  José  M.  Mariluz  Urquijo — .  D.  Samuel  Lafone 
no  permaneció  ocioso .  Buscó  y  obtuvo  la  mediación  del 
agente  diplomático  de  Inglaterra  E'.  Enrique  S.  Fox  y  so- 
licitó del  Papa  la  dispensa  logrando  interesar  en  su  favor 
al  Ministro  Plenipotenciario  de  Su  Santidad  en  Río  de  Ja- 
neiro. Por  su  parte,  Alfredo  Bellemare  consiguió  la  in- 
tervención del  Cónsul  francés  Washington  de  Mendeville. 
Esas  medidas  produjeron  su  efecti:'.  El  gobernador,  Juan 
M.  de  Rosas,  solicitó  los  autos  y  en  diciembre  indultó  a  los 
condenados  por  el  juez  de  primera  instancia,  "dando  por 
compurgado  el  delito  que  resulta  contra  cada  uno  de  los 
exprisados  reos  con  la  prisión  y  molestias  que  han  sufri- 
do durante  la  secuela  del  juicio  y  con  la  condenación  de 
costas  de  mancornoán  pero  sin  pier juicio  de  lo  que  por  dere- 
cho compete  a  la  autoridad  eclesiástica",  es  de-cir,  que  se 
mantenía  la  anulación  del  matrimonio.  (60) 


59  Idem,  pág.  29. 

60  Idem,  págs.  29  y  30. 
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Los  protestantes  (extranjeros)  habían  pasado  tres 
meses  en  la  cárcel  y  recuperaron  si  libertad  — según 
opinión  del  pastor  Torrey —  porque  el  gobierno  no 
quería  un  juicio  público  en  este  asunto,  por  más  que 
lo  hayan  deseado  los  acusados .  Cuánto  tiempo  tuvieron 
que  permanecer  en  la  Casa  de  Ejercicios  doña  María 
Quevedo  y  doña  Manuela  Alsina  no  lo  sabemos .  Esta- 
mos en  cambio  en  antecedentes  de  que  a  la  sazón  el 
gobierno  — no  sólo  la  Iglesia —  estaba  en  contra  de  los 
matrimonios  mixtos  (entre  protestantes  y  católicos)  • 
En  el  mismo  documento  en  que  indultaba  a  los  acu- 
sados extranjeros  Rosas  agregó: 

TrQ.nscríbase  esta  resolución  al  Reverendo  Obispio  y 
Vicario  Apostólico  de  la  Diócesis.  Y  mediante  a  que  no 
sólo  conviene  a  la  Iglesia  sino  también  al  orden  político 
del  Estado  el  que  se  evite  todo  matrimonio  de  persona 
católica  con  otra  que  no»  lo  sea,  riecomiéndese  con  tal  mo- 
tivo al  expresado  Obispo  que  «n  el  caso  que  se  solicite  ante 
la  Curia  eclesiástica  alguna  dispensa  de  impedimento  de 
matriminio  por  diversidad  de  creencias,  tenga  muy  pre- 
sente que  la  ley  15,  tít.  2°,  part.  4  declara  nulos  dichod 
matrimonios.  (61) 

Qué  diferente  que  es  esa  resolución  de  la  orden 
de  la  Asamblea  Constituyente  de  1814  que  manda  a 
''todas  las  autoridades  civiles  y  eclesiásticas,  tengan 
en  especial  consideración  para  las  dispensas  de  matri- 
monio la  necesidad  del  aumento  de  población  en  que 
se  halla  la  América". 

61    Idem,  págs.  30  y  31. 
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Por  el  momento,  pues,  el  caso  Lafone-Quevedo  que- 
daba sin  solución.  Pero  don  Samuel  Lafone  no  cejaba 
en  sus  esfuerzos  para  obtener  el  reconocimiento  de  la 
validez  de  su  matrimonio.  En  tal  sentido  presentó  un 
memorial  al  gobierno  de  Balcarce.  Este  — por  no  con- 
siderarlo de  su  incumbencia —  el  6  de  diciembre  de 
1832  lo  giró  a  la  Sala  de  Representantes.  La  Comisión 
de  legislación,  el  4  de  marzo  de  1833,  presentó  al 
cuerpo  el  siguiente  proyecto  de  ley: 

Se  autoriza  al  gobierno,  para  que  en  el  caso  de  D.  Sa- 
muel Lafone  y  Da.  María  Quevedo  o  en  cualquiera  otros 
de  igual  naturaleza  que  se  presenten  pueda  dispensar  los 
impedimentos  que  establecen  las  leyes  civiles  para  la  ce- 
lebración del  matrimonio  entre  individuos  católicos  y  pro- 
testantes. (62) 

Aunque  el  proyecto  fue  aceptado  por  la  exigua 
mayoría  de  un  voto  (14  sobre  27)  quedó  resuelta  la 
parte  concerniente  a  la  autoridad  civil,  pero  quedaba 
en  pie  la  cuestión  eclesiástica.  El  8  de  mayo,  pues,  el 
ministro  de  Gracia  y  Justicia  urgió  al  obispo  la  solu- 
ción del  caso  Lafone-Quevedo.  En  su  respuesta  fe- 
chada el  9  de  mayo  don  Mariano  Medrano  decía  **que 
si  aun  no  se  había  expedido,  era  debido  a  la  gravedad 
del  caso,  a  que  todavía  no  se  conocía  el  dictamen  del 
Senado  del  Clero  a  quien  había  consultado,  a  que  el 
Sr.  Lafone  había  solicitado  directamente  al  Papa  la 
dispensa  y  a  que  el  Obispo  había  suplicado  al  Papa  la 

62    Idem,  pág.  32. 
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facultad  de  dispensar  esperando  en  esos  días  la  con- 
testación El  3  de  junio,  fecha  en  que  el  informe  del 
senado  del  clero  se  hizo  público,  el  ministro  de  Gracia  y 
Justicia  se  dirigió  nuevamente  al  obispo  haciéndole 
presente  que  estaba  en  la  aptitud  que  deseaba  colo- 
carse", o  sea,  disponía  ya  del  dictamen  favorable  del 
senado.  Le  advertía  también  que  el  caso  Lafone-Que- 
vedo  ''aunque  particular  en  su  origen,  en  el  día  las 
circunstancias  y  su  trascendencia  lo  presentaban  en 
otra  esfera  y  aun  conexo  con  la  política  del  Estado". 
Agregaba  el  ministro: 

Resta  solamente  que  V.  S.  I.  proceda  por  su  parte  a  la 
dispenisación  del  impedimento  eclesiástico  de  modo  que 
vengan  de  una  veiz  a  quedar  removidos  todos  los  obstácu- 
los que  hasta  ahora  se  han  interpretado  y  terminándose  por 
el  matrimonio  subsecuente  los  padecimientos  que  han  mor- 
tificado el  honor,  la  reputación  y  bienestar  de  una  fami- 
Itia  respetable  diel  país  acreditándose  por  último  con  esta 
conducta  la  armonía  que  existe  entre  las  autoridades  dis- 
pensadoras y  lo  que  por  la  eclesiástica  se  consulta  dejar 
siempre  expedita  la  marcha  de  la  primera  que  reconoco 
el  país  para  su  dineoción,  prosperidad  y  relaciones.  Si  el 
Gobierno  ha  querido  anticiparse  a  la  comunicación  de  la 
resolución  de  V.  S.  I.  es  por  que  persuadido  de  que  len  ed 
asunto  materia  de  esta  nota  no  es  dable  ya  esperar  más 
tiempo  sin  que  se  resientan  los  deberes  que  le  impone  el 
puesto  y  espera  por  lo  tanto  que  V.  S.  I.  se  pronunciará 
como  S.  E.  desea  y  se  promete  (63)- 


63    Idem,  pág.  36. 
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Esta  vez  el  obispo  no  veía  la  manera  de  negarse  a 
lo  pedido  por  la  autoridad  superior  del  país  y  accedió 
a  otorgar  la  dispensa.  De  tal  modo  terminó  el  dramá- 
tico caso  Lafone-Quevedo- 
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XIII 


UN  DECRETO  GUBERNAMENTAL  DE  1833 

Una  de  las  consecuencias  del  caso  Lafone-Qiievedo, 
y  de  la  serie  de  cuestiones  que  suscitó,  fué  el  decreto  del 
gobierno  acerca  "de  los  ministros,  matrimonios,  etc. 
de  creencias  distintas  de  la  religión  católica",  fecha- 
do el  20  de  diciembre  de  1833.  Este  importante  de- 
creto en  su  exordio  y  artículo  1^  dice: 

Para  evitar  los  inconvenientes  que  la  experiencia  ha 
manifestado  de  la  facilidad  con  que  sie  celebraban  los  m.a- 
trimonios  de  individuos  de  diferentes  creencias  entre  sí, 
haciéndose  éstos  muchas  veces  de  un  modo  clandestino 
ante .  ministros  incompetentes,  y  disolviéndose  después  al 
arbitrio  privado  de  los  contrayentes,  con  gravísimos  per- 
juicios de  la  moral  pública,  y  de  la  prole,  resultando  do- 
bles matrimonios,  prohibidos  siempre  entre  pueblos  civi- 
lizados, y  frustrándose  muchas  veces  otros  esponsales  y 
compromisos  anteriores  con  ofensa  de  las  leyes,  en  estas 
primeras  transacciones  de  la  sociedad:  y  siendo  necesaiio 
detconinar  «1  orden  en  que  deba  procederse  en  los  demás 
actos  civiles,  por  los  mismos  individuos  de  las  diferentes 
creencias  religiosas  existentes  en  el  país:  el  Gobierno  ha 
acordado  y  decreta. 
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Artículo  1*^.  —  Todos  los  Ministros  de  creencias  dis- 
tintas de  la  Religión  Católica  Romana,  que  de  presente  exis- 
ten y  en  adelante  llegaren  a  esta  ciudad,  deberán  presen- 
tar, por  comducto  del  Ministro  público  o  Cónsul  de  su  na- 
ción, si  lo  hubiere,  o  directamente  poí  sí  mismos,  los  do- 
cumentos que  acrediten  su  carácter  y  destino  que  traiga 
con  su  respectivo  pasaporte  de  donde  procede  (64). 

Agrega  más  adelante  el  decreto  que  los  ministros 
de  ** creencias  distintas  de  la  religión  católica"  deben 
establecer  un  formal  y  detallado  registro  de  las  perso- 
nas que  contrajeren  enlace  ante  ellas.  Estas,  sin  em- 
bargo, previamente  debían  pedir  el  permiso  correspon- 
diente al  presidente  de  la  Cámara  de  Justicia.  Unica- 
mente con  la  anuencia  del  magistrado,  y  habiéndose 
producido  la  información  más  completa  posible,  los  ca- 
samientos podían  efectuarse. 

El  decreto  que  nos  ocupa  impone  también  a  los 
ministros  disidentes  la  obligación  de  llevar  un  regis- 
tro formal  de  nacimientos  en  el  seno  de  su  comunidad 
religiosa. 

Por  una  casualidad,  seguramente  imprevista  por  el 
redactor  del  decreto,  la  definición  por  él  empleada, 
creencias  distintas  de  la  religión  católica'^,  tendrá 
importancia  en  la  posterior  brega  por  la  plena  liber- 
tad religiosa:  cuando  se  intentará  excluir  del  goce  de 
ello  al  credo  judío. 


64  Registro  Oficial  del  Gobierno  de  Buenos  Aires,  N'  12, 
lib.  12,  diciembre  de  liSSS,  ley  543,  Buenos  Aires,  Impren- 
ta de  la  Indeipendencia. 
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XIV 


PROHIBICION  DEL   PRIMER  MATRIMO- 
NIO JUDIO 

En  realidad,  no  llegué  a  comprobar  en  qué  fecha  con- 
cretamente — aun  cuando  sin  duda  alguna  después  de 
Caseros —  se  prohibió  por  primera  vez  un  enlace  se- 
gún rito  judío,  porque  el  presidente  del  Superior  Tri- 
bunal de  Justicia  consideraba  que  la  tolerancia  reli- 
giosa *'se  refería  exclusivamente  a  los  cristianos  y  no 
a  una  secta  « que  aún  espera  la  llegada  del  Mesías  » , 
como  se  lee  en  un  expediente  denegatorio"  (65).  La 
prohibición  dictada  por  segunda  vez,  en  1860,  tuvo  la 
virtud  de  promover  la  intervención  del  doctor  Miguel 
Navarro  Viola,  una  de  las  figuras  consulai*es  del  ca- 
tolicismo argentino,  y  la  eliminación  de  esa  traba  a  la 
libertad  de  cultos. 

El  doctor  Navarro  Viola  basó  su  acción  judicial  no 
sólo  en  el  artículo  4-  de  la  Constitución  de  Buenos  Ai- 


65  Véase  "Judaica",  Buenos  Aires,  setiembre  -  noviem- 
bre de  1937,  págs.  185  -  189,  y  Agustín  Rivero  Astengo, 
Miguel  Navarro  Viola,  Buenos  Aires,  1947,  pág.  218. 
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res  — ^en  aqu^tl  entonces  separada  de  la  Confedera- 
ción—  que  decía:  *'es  inviolable  en  el  territorio  del  Es- 
tado el  derecho  que  tiene  todo  hombre  para  dar  cul- 
to a  Dios,  Todo  Poderoso,  según  su  conciencia",  sino 
también  en  el  decreto  del  20  de  diciembre  de  1833  que 
''habla  genéricamente  sobre  dispensas  matrimoniales, 
de  creencias  distintas  de  la  religión  católica,  entre  los 
cuales  debe  comprenderse  el  mosaísrao".  El  presidente 
del  Superior  Tribunal  de  Justicia,  don  Francisco  de 
las  Carreras,  haciendo  honor  a  la  trayectoria  libe- 
ral del  país,  aceptó  el  criterio  de  Navarro  Viola  y 
el  29  de  octubre  de  1860  concedió  el  permiso  de  que 
se  contrajera  en  la  Argentina  un  enlace  conforme  al 
rito  judío. 
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XV 


EL  GENERAL  URQUIZA  DEFENSOR  DE  LA 
LIBERTAD  DE  CULTOS 

En  la  multifacética  personalidad  del  vencedor  de 
Caseros  hay  un  aspecto  que  define  mejor  que  cual- 
quier otro  sus  convicciones  democráticas:  la  categóri- 
ca oposición  al  intento  de  establecer  discriminaciones 
religiosas.  Don  Justo  José  de  Urquiza,  como  es  sabido, 
prestaba  particular  atención  al  desarrollo  de  la  co- 
lonia San  José.  Para  tal  fin,  en  1859,  delegó  a  Euro- 
pa (a  Francia  y  Suiza)  a  su  capellán  don  Lorenzo 
Cot.  El  objetivo  concreto  del  viaje  del  sacerdote  alu- 
dido era  contratar  inmigrantes  para  la  colonia.  El 
presbítero  Cot  se  encontró  en  Europa  con  algunas  pu- 
blicaciones desfavorables  y  aun  difamatorias  del  país 
y  creyó  oportuno  difundir  ampliamente  una  respues- 
ta a  ellas.  Pero  lo  hizo  de  tal  modo,  al  menos  en  un 
detalle,  que,  por  el  contrario,  proyectó  sobre  él  una 
sombra  desfavorable,  puesto  que  afirmó  que  única- 
mente católicos  podían  inmigrar  a  la  Argentina.  *'La 
novedad  — escribe  Manuel  E.  Macchi —  fue  comuni- 
cada de  inmediato  al  General  Urquiza,  quien  desde  un 
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principio  mostró  su  disconformidad  con  la  actitud  del 
presbítero.  Su  idea  era  que  la  elección  de  inmigran- 
tes por  sus  condiciones  religiosas  anteponiéndose  a  las 
de  laboriosidad  e  inteligencia,  era  un  mal  servicio  que 
se  le  había  hecho.  Que  además,  lo  desacreditaba  como 
jefe  de  la  Nación  que  organizó  y  lo  más  importante  — 
le  dio  por  lo  menos  mayor  trascendencia —  que  el  he- 
cho desvirtuaba  los  principios  liberales  que  en  la  ma- 
teria propugnaba  la  Constitución  Nacional'*  (66).  En 
consecuencia,  encargó  al  administrador  de  la  colonia 
San  José,  Alejo  Peyret,  emigrado  francés  de  decidida 
actuación  democrática,  la  redacción  de  una  serie  de 
artículos  de  los  cuales  surgiera  en  forma  indubitable 
su  amplia  posición  en  materia  inmigratoria  y  "  el  culto 
quei  como  individuo  argentino  rinde  al  liberalísimo  có- 
digo que  él  más  que  hombre  alguno  contribuyó  a  que 
se  diera ''.(67) 

No  se  puede  menos  que  destacar  en  forma  muy 
particular  el  gran  interés  que  el  general  Urquiza  de- 
mostró en  la  publicación  de  los  artículos  de  Peyret  y  en 
su  puntual  inserción  en  el  periódico.  No  hubo  para  él 
tarea,  por  más  importante  que  ella  fuese,  que  no  la 
dejara  a  fin  de  velar  por  este  asunto. 

Aunque  también  después  del  hecho  que  he  narrado 
brevemente  hubo  en  el  terreno  confesional  algunas  ini- 


66  Manuel  E.  Macchi,  Urquiza  colonimdor,  Buenos  Ai- 
res, 1949,  págs.  83  y  84. 

67  Idem,  pág.  84. 
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eiativas  adelantadas  y  otras  regresivas,  la  libertad  re- 
ligiosa garantizada  en  la  Carta  Magna  quedó  firme  y 
venturosamente  establecida.  Sería  una  actitud  antibis- 
tórica  y  contraria  a  los  más  auténticos  intereses  de  la 
República  volver,  sobre  todo  en  los  actuales  momentos, 
al  debate  y  a  la  lucha  en  torno  al  problema  de  cultos 
cuya  solución,  s^ún  hemos  visto,  exigió  tantos  y  tan 
prolongados  esfuerzos. 
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